LA LIBERALIZACION COMUNITARIA DEL
TRANSPORTE AEREO

Por SANTIAGO GONZALEZ-VARAS IBANEZ *

1. MARCO NORMATIVO COMUNITARIO

Tradicionalmente en el transporte aéreo internacional viene rigiendo un
principio de soberania de los Estados que se traduce en barreras impues-
tas al trafico. La liberalizacién se enfrenta con dichas barreras estableciendo
en su lugar un régimen de libertades comerciales tales como aquéllas que
permiten efectuar transportes entre dos Estados distintos de aquél en que
esté matriculada la aeronave sobrevolando el territorio de este pais o que
permiten operar completamente fuera del Estado de matriculacién y em-
barcar y desembarcar pasajeros, correo o carga proveniente de —o con
destino a— un Estado tercero que no es el de matriculacién. Es ficil com-
prender, entonces, que la liberalizacién concretamente en la UE sirve a la
realizacion de un mercado interior europeo, desde el momento en que fa-
culta la realizacién de dichas libertades en todo el espacio geogrifico que
comprende dicha Unién.

En este 4mbito europeo, el inicio de la apertura del mercado se
produjo a rafz de un primer paquete de medidas liberalizadoras (re-
glamentos 3975/87' y 3976/872, directiva 87/6013 y decisién 87/602¢)

* Profesor titular de Derecho administrativo de la Universidad de Leén.

! Este reglamento establecié las modalidades de aplicacién de las normas de com-
petencia aplicables a las empresas del sector del transporte aéreo.

2 Reglamento relativo a la aplicacién del apartado 3 del articulo 85 del Tratado
a determinadas categorias de acuerdos y précticas concertadas en el sector del trans-
porte aéreo. Ademads faculté a la Comisién para adoptar en 1988 tres reglamentos,
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y un segundo paquete (reglamentos del Consejo 23425, 2343°% y 2344/
907).

En este contexto es importante una STJCE de 30 de abril de 1986
(asuntos acumulados 209 a 213/84, Rec. pp. 1425 y ss.; Ministerio Pibli-
co contra Asjes) por la cual se declararon aplicables al sector aéreo los
preceptos del Tratado de Roma, acerca de la competencia, seguida por la
sentencia de 11 de abril de 1989 (asunto C-66/86, Rec. pp. I-803 y ss.;
Ahmed Saeed Flugreisen contra Zentrale zur Bekdmpfung unlauteren
Wettbewerbs e.V.).

Pero el paso decisivo fue dado por los reglamentos que el Consejo dict6
durante 1992 y que entraron en vigor el 1 de enero de 19933, Es el «paso

sobre asignacién de periodos horarios en los aeropuertos (slots), sobre sistemas
informatizados de reservas (SIR o CRS, reglamento 2299/89) y sobre servicio de
asistencia en escala.

* Esta directiva del Consejo ponia en marcha un sistema de aprobacién de las
tarifas de vuelos de rutas internacionales intracomunitarias, denominado sistema de
doble aprobacién, por el que deberian ser aprobadas las tarifas por las autoridades
aeronduticas de los Estados situados en ambos extremos de las rutas.

4 Esta decisién flexibiliza la distribucién de los vuelos entre compafifas de los
Estados realizada mediante acuerdos bilaterales.

3> Este reglamento establece el sistema de doble desaprobacién: para que la ta-
rifa propuesta por un transportista aéreo en las rutas entre Estados fuese rechazada
era preciso que los dos Estados rehusasen autorizarla.

$ El reglamento se refiere a cuotas de mercado entre transportistas aéreos en rutas
intracomunitarias. Este reglamento es importante porque ofrecia a las compaiiias la
posibilidad de acordar el reparto de sus designaciones de vuelo previendo que una
compaiifa pudiera ceder a otra el uso de su designacién para que volase en su lugar
(code-sharing).

" Este reglamento faculta a al Comision para conceder exenciones a las reglas
de competencia.

8 — Reglamento 2407/92 del Consejo, de 23 de julio de 1992, sobre la conce-

sién de licencias a las compaiifas aéreas.

— Reglamento 2408/92 del Consejo, de 23 de julio de 1992, relativo al ac-
ceso de las compaiifas aéreas de la Comunidad a las rutas aéreas intraco-
munitarias.

— Reglamento 2409/92 del Consejo, de 23 de julio de 1992, sobre tarifas y
fletes de los servicios aéreos.

— Reglamento 2410/92 del Consejo, de 23 de julio de 1992, que modifica el
Reglamento 3975/87 por el que se establecen las normas de desarrollo de
las reglas de competencia para empresas del sector del transporte aéreo.

— Reglamento 2411/92 del Consejo de 23 de julio de 1992 por el que se mo-
difica el Reglamento 3976/87 relativo a la aplicacién del apartado 3 del
articulo 85 del Tratado a determinadas categorias de acuerdos y practicas
concertadas en el sector del transporte aéreo.
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decisivo» porque se abordan ahora los temas de la concesién de licencias
a las compafias aéreas (reglamento 2407/92), del acceso de las compa-
filas aéreas de la Comunidad a las rutas aéreas intracomunitarias (regla-
mento 2408/92) y de las tarifas y fletes de los servicios aéreos (reglamento
2409/92).

La jurisprudencia del TJCE no ha dudado en contribuir a la aplicacién
de esta normativa liberalizadora. En la STPI de 19 de junio de 1997 (asunto
T-260/94), frente a las pretensiones de una compaiifa aérea de mantener
sus derechos de prestacién en exclusiva en un determinado trayecto (en-
tre los aeropuertos de Paris-Orly y Marsella y Paris-Orly-Toulouse) el TICE
(confirmando una decisién de la Comisién de aplicacién del reglamento
2408/92) afirma que «la demandante no puede afirmar que disfrutaba de
una concesion exclusiva entre las dos rutas nacionales».

Con posterioridad a esta normativa «clave» la normativa comunitaria
ha incidido en temas ya no nucleares del sector, aunque también gozan
de una especial relevancia desde el punto de vista practico del interés de
los viajeros.

En primer lugar, el problema de los «excesos de reservas» (overboo-
king) se aborda en el reglamento 295/91 y la directiva 90/314, donde se
prevén compensaciones econdmicas en favor del pasajero que no puede
embarcar por esta causa (véase también la propuesta de la Comisién —
COM 98 0041— de modificacién del citado reglamento ampliando el ré-
gimen de compensacién).

En segundo lugar, los sistemas informatizados de reservas estdn sien-
do objeto de reforma. Son en concreto objeto de una propuesta de la Co-
misién (COM 97 0296) de modificacién del reglamento, supra citado, 2299/
89. Pretende aquélla una mayor eficacia en la gestiéon de dichos sistemas
a efectos de que el viajero pueda conocer las mejores tarifas.

En tercer lugar se ha incidido también en los aspectos del mercado de
asistencia en tierra en los aeropuertos de la Comunidad, mediante una
directiva 96/67 que establece el marco comiin regulador de la prestacién
de dichos servicios de asistencia en los Estados miembros”®.

° Esta norma comunitaria parte del cardcter indispensable de la asistencia en tie-
rra para el correcto funcionamiento del transporte aéreo y la utilizacién eficaz de
las infraestructuras aeroportuarias y se orienta a su apertura al mercado en régimen
de libre competencia, de forma progresiva y adaptada a las necesidades del sector.

En cumplimiento de esta norma, y mds concretamente de la disposicién adicio-
nal cuadragésima de la Ley 66/1997, de 30 de diciembre, de Medidas fiscales, ad-
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En cuarto lugar, téngase en cuenta la propuesta de directiva (COM/97/
154), en materia de tasas aeroportuarias. Se enfrenta esta propuesta con
el problema de la armonizacién de las tasas que han de pagar las compa-
fifas aéreas por utilizar los aeropuertos a efectos de eliminar distorsiones
de la competencia entre aeropuertos y entre compafifas en caso de discri-
minacién a favor de los transportistas nacionales. La propuesta citada pre-
tende la no discriminacién entre los servicios aéreos intracomunitarios,
tarificacion relacionada con los costes y modulacion de las tarifas en fun-
cién de la capacidad aeroportuaria '°.

Finalmente, el tema de las franjas horarias (regulado en el reglamento
95/93) serd objeto de comentario a continuacién.

Pues bien, desde que se aprobé el tercer paquete de medidas liberaliza-
doras (en el afio 1992) han podido advertirse los avances introducidos por
esta normativa, junto a las limitaciones con las que se enfrenta la libera-
lizacién derivadas esencialmente de la propia evolucién del sector y de la
estructura de este mercado '\

ministrativas y del orden social (que «inicié la incorporacién al ordenamiento espa-
fiol de la directiva 96/67/CE, determinando los criterios conforme a los cuales pue-
den establecerse, por via reglamentaria, limitaciones en la prestacién del servicio
de asistencia en tierra a aeronaves, pasajeros y mercancias, asi como al derecho a
fa autoasistencia en los aeropuertos espafioles y autorizando al Gobierno para esta-
blecer los supuestos y condiciones en que procede la declaracion de obligacién de
servicio piublico en la prestacién de dicho servicio») se dicté el Real Decreto 1161/
1999, de 2 de julio de 1999.

En este Real Decreto se establecen los requisitos exigibles para el ejercicio de
los servicios de asistencia en los aeropuertos de interés general; asimismo, se libe-
raliza, con algunas excepciones, el régimen de prestacién de dichos servicios y se
regulan los supuestos en los que, en razén del espacio disponible, la capacidad, la
seguridad y demds condiciones propias de un aeropuerto, el nimero de agentes o
usuarios que presten servicios de asistencia ha de quedar limitado y se encomienda
a la entidad publica empresarial Aeropuertos Espafioles y Navegacion Aérea (AENA)
1a gestion de las infraestructuras aeroportuarias que, por su complejidad, coste eco-
némico o impacto en el medio ambiente, deban mantenerse bajo la responsabilidad
de la autoridad aeroportuaria.

Puede verse, igualmente, el Real Decreto 2591/1998, de 4-12-1998, de ordena-
cién de los aeropuertos de interés general y su zona de servicio, en ejecucién de lo
dispuesto por el articulo 166 de la Ley 13/1996, de 30 de diciembre de 1996, de
medidas fiscales, administrativas y del orden social.

19 Sobre la normativa en materia de trafico y seguridad puede verse PARLAMENTO
EUROPEO, Fichas técnicas sobre la Union Europea, Luxemburgo 1999, p. 185.

' Véase S. GONZALEZ-VARAS IBANEZ, «Realidades, perspectivas y limitaciones
de la liberalizacién del transporte aéreo», Revista Noticias de la Union Europea,
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En principio, la normativa comunitaria (reglamento de acceso 2408/92,
articulo 1) consagra la libertad para acceder al mercado del transporte aéreo
de la Comunidad (para los servicios aéreos regulares y no regulares). En
consecuencia, se suprimen las restricciones al cabotaje a partir del 1 de
abril de 1997 debiendo los Estados miembros autorizar los derechos de
trafico en las rutas intracomunitarias.

No obstante, la plena operatividad de este régimen se enfrenta con el
problema, en los aeropuertos, del reparto de las asignaciones de franjas
horarias para los vuelos. Quiero decir que el logro de la liberalizacién del
mercado aéreo es en buena medida dependiente de la propia liberalizacién
del trafico de los aeropuertos. El «arraigo» de las compaiifas tradiciona-
les de bandera en los respectivos aeropuertos dificulta dicha plena opera-
tividad. De ahi que los aeropuertos puedan actuar en este sector como
monopolios naturales y de ahi también que recientemente se haya dicho
«necesitamos mds slots, No nuevas normas» '2,

La propia Comisién Europea reconoce que el problema de la liberali-
zacidén del sector aéreo se encuentra en el acceso a las franjas horarias y
en las limitaciones de capacidad de los aeropuertos .

Sobre este problema incide el reglamento 95/93 del Consejo, de 18 de
enero de 1993, relativo a normas comunes para la asignacién de franjas
horarias en los aeropuertos comunitarios. Establece aquél la figura central
de un coordinador, como responsable de la asignacién de las franjas ho-
rarias (articulo 4.5) . Implanta ademds criterios objetivos para el reparto

n.° 112, mayo 1994 y El Derecho administrativo privado, Editorial Montecorvo, Ma-
drid 1996, pp. 463 y ss.; otros trabajos son: A. L. CALVO CARAVACA/J. CARRASCOSA
GONZALEZ, «Desregulacién del sector aéreo y Derecho comunitario», Cuadernos de
Derecho piiblico, 4 (1998), pp. 9 y ss.; M. PANADERO LOPEZ, «Dos afios de libera-
lizacién del transporte aéreo en Espafia», Informacion de Aviacién civil, 1994, 12,
p. 2; C. LLORENTE, «Dos mejor que uno: liberalizacién del handling en aeropuer-
tos», Revista MOPTMA, 1995 oct., pp. 60 a 65.

12 La frase es del Presidente de Iberia (periédico La Gaceta de los negocios de
6 de noviembre de 2000, p. 28).

13 Comisién de las Comunidades Europeas, Comunicacién «los servicios de in-
terés general en Europa», Bruselas, 20 de septiembre de 2000, COM, 2000, 580 fi-
nal, apartado 47; «para un balance de la liberalizacién durante los dltimos afios del
sector aéreo véase la Comunicacién de la Comisién Europea de 20 de julio de 1999
(COM 1999 182 final)».

4 Este coordinador debe facilitar a las partes interesadas una explicacién porme-
norizada de los criterios utilizados para la asignacién (articulo 4.7.e) y estd asistido
por un Comité de Coordinacién (articulo 5). Véase también el articulo 12.
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de las franjas de vuelo (slots) que siguen las pautas establecidas por
la TIATA '5; estos criterios objetivos recaen de forma especial sobre las
compafiias europeas, que son las que pueden (de acuerdo con los regla-
mentos de liberalizacién del tercer paquete —1992—) llegar a gozar de
licencia y derechos de trdfico entre dos aeropuertos nacionales de un Es-
tado miembro.

De las dificultades de dar un rumbo comunitario al transporte aéreo,
incluso tras las medidas comunitarias de liberalizacidn, es muestra la de-
cisién de la Comisién de 28 de mayo de 19936, al transparentarse los
problemas tipicos de este sector aéreo en relacién con el reto de su libe-
ralizacién. El litigio partia de la negativa de las autoridades francesas (a
una empresa aérea espafiola —Viva Air—), de explotar la conexién Paris-
Madrid, sirviéndose del aeropuerto de Charles de Gaulle. Para ello se ba-
saban aquéllas en que su normativa interna no permitia, en relacién con
vuelos de medio recorrido (a diferencia de los internacionales de largo
recorrido 7 o los nacionales) que una misma compaififa explotase una mis-
ma conexién sirviéndose de dos aeropuertos de Paris. Como Iberia (de la
cual dependia Viva Air) realizaba ya el vuelo Madrid Paris-Orly, las auto-
ridades francesas no autorizaban la conexién Madrid Paris-Charles de
Gaulle . Al contrariar los principios de creacién del mercado comunita-
rio del reglamento 2408/93, y asi el principio de no discriminacién entre
nacionales comunitarios (para la compafifa francesa Air France no regian
tales limitaciones), la Comisién ordené a la Repiblica francesa (en el ar-
ticulo primero de la decisién), que no aplicase tal normativa interna y que
concediese a la compaiifa aérea espafiola tal explotacién. Esta decisién es
muestra de la dificultad de erradicar las practicas nacionales a favor de
sus compaiiias de bandera sobre los aeropuertos y de la necesidad de un
dirigismo por parte de la Comisién '°.

'> International Air Transport Association (Scheduling procedures guide, Fifteenth
Edition, July 1993), (P.O. Box 672 1215 Geneva 15 Airport Switzerland).

16 Decisién de la Comisién de 28 de mayo de 1993, relativa a un procedimien-
to de aplicacién del Reglamento (CE), n.° 2408/92 del Consejo (Asunto VII/AMA/
93 -VIVA AIR).

7 Sobre el transporte aéreo internacional puede verse M. GOMEZ PUENTE, «La
prestacién de servicios de transporte aéreo», Revista Aragonesa de Administracion
Piblica, 16, 2000, p. 38.

% Decision de la Comisién de 28 de mayo de 1993 (ya citada), pp. 3. 8 y 17.

19 Véase también la decisién de la Comisién de 27 de abril de 1994 (asunto TAT-
Paris Orly-Londres, DOCE L 127 de 19 de mayo de 1994), con un fallo similar, al
denegar las autoridades francesas (a una compaiifa aérea) los derechos de trifico para
la explotacién de la ruta Paris (Orly)-Londres.
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Estas controversias pueden llegar por supuesto a los tribunales de jus-
ticia, como es el caso de la ilustrativa sentencia de 18 de enero de 2001
(asunto C-361/98) del Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas.
Una decisidon de la Comisién prohibia a la Republica italiana aplicar las
normas de distribucién del trifico aéreo en el sistema aeroportuario de
Milédn, que habian sido definidas mediante Decretos nacionales que pre-
veian, en particular, trasferir al aeropuerto de Malpensa todo el trafico aéreo
con excepcion de la ruta Roma-Mildn respecto de una parte del tréfico
aéreo del aeropuerto de Linate, dentro de un plan de reorganizacién del
sistema aeroportunario de Mildn. El Tribunal de Justicia dio la razén a la
Comisién, quien entendia que existia una discriminacién entre Alitalia y
las demds compaiifas aéreas de la Comunidad, ya que este traspaso con-
seguia que Alitalia fuera la Unica compaififa que podia acceder desde Mildn
a su propio centro de operaciones en Roma tanto desde el aeropuerto de
Linate como desde ¢l aeropuerto de Malpensa mientras que las demas sélo
podian hacerlo desde este udltimo. Ademds la medida pretendida era con-
traria al principio de proporcionalidad, ya que se estaba trasladando el
trafico aéreo a un aeropuerto con insuficientes estructuras aeroportuarias
e infraestructuras de acceso.

Siguiendo con las caracteristicas de la liberalizacién aérea es preciso
considerar el fuerte dirigismo piblico del sector, tanto por parte de los
Estados miembros como de la Comisién europea. La regulacién piblica
se justifica aunque sélo sea considerando el riesgo de oligopolio (entre las
compaiiias aéreas mds fuertes econdmicamente) que presenta este sector,
ante las dificultades de acceso libre a este mercado y las dificultades que
tienen las pequefias empresas para acceder y para sobrevivir en dicho
mercado.

Ademads no puede olvidarse la facultad de los Estados de imponer «obli-
gaciones de servicio piiblico» en relacién con servicios aéreos regulares a
un aeropuerto (que sirva a una regién periférica o en desarrollo situada
en su territorio o en una ruta de baja densidad de trdfico que sirva un
aeropuerto regional de su territorio), en las condiciones del articulo 4 del
reglamento 2408/92 (véase también la comunicacién de la Comisiéon 98/C
267/10 asi como la resolucién de 30 de julio de 1998, de la Secretaria de
Estado de Infraestructuras y Transportes, por la que se dispone la publi-
cacién del Acta del Consejo de Ministros de 10 de julio de 1998, por la
que se declaran obligaciones de servicios piiblicos en rutas aéreas).

El tema de las tarifas pone igualmente de manifiesto la decisiva inter-
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vencién en el mercado por parte de los poderes piblicos. El articulo 6 del
reglamento 2409/92 permite que «los Estados puedan decidir en cualquier
momento retirar una tarifa basica y detener nuevas reducciones de precios».
Lejos pues de su «libre fijacién» -—por las partes— en el contrato de trans-
porte la reglamentacién comunitaria contiene ciertas cldusulas de salvaguar-
da destinadas a impedir precios excesivamente elevados o excesivamente
bajos (precios de «dumping»). De esta forma, los Estados tienen derecho
a prohibir una tarifa de base. Esta prohibicién se confirma en caso de que
la Comisién u otro Estado miembro interesado no se opongan en ¢l plazo
de catorce dias a partir de la recepcién de la notificacion. En caso de re-
clamacién compete a la Comisién adoptar la decision definitiva. Es decir,
de un control puiblico realizado por una Administracién (nacional) hemos
pasado a un control realizado por, cuando menos, tres Administraciones
publicas.

También son posibles las ayudas piblicas a las compaiifas aéreas:

Ya en 1984 la Comisién fijé criterios para evaluar dichas ayudas (Ane-
x0 IV del Memordndum nimero 2 sobre la aviacién civil», COM 34 072)
y en 1993 se cre6 un Comité de Expertos sobre aviacién civil que, en su
informe de 1 de febrero de 1994, hizo una serie de recomendaciones en
materia de ayudas estatales que deben responder a determinadas con-
diciones:

— Primero, ser «una tantum» (es decir, concederse de una sola vez).

— Segundo, estar vinculadas a un plan de reestructuracién cuya apli-
cacién debe ser evaluada y verificada por expertos independientes
designados por la Comisién y que prevea en su ultima fase la
privatizacién de la empresa.

— Tercero, el Gobierno interesado debe comprometerse a abstenerse
de toda injerencia en las decisiones comerciales de la empresa que,
a su vez, no podrd utilizar las ayudas para adquirir nuevas capaci-
dades.

— Por ltimo, los demés transportistas no deben sufrir perjuicios.

Sin embargo, la Comision rechazé la obligacién de la privatizacién y
el carécter dnico de las ayudas.

En 1994 se adoptaron las orientaciones tituladas «Aplicacién de los
articulos 92 y 93 del TCE y del articulo 61 del Acuerdo EEE a las ayu-
das estatales en el sector de la aviacién». Dichas orientaciones no se¢ aplican
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a las ayudas estatales de terceros paises a sus propias compaiifas. Se ins-
piran en los principios de la economia de mercado para establecer crite-
rios que permitan distinguir las ayudas estatales de las operaciones finan-
cieras ordinarias.

En Espaifia, en materia de subvenciones, mediante Real Decreto se re-
gulan subvenciones o bonificaciones para residentes en Canarias, Ceuta y
Melilla y Baleares (Reales Decreto 255/89; 200/1997, 254/1997). El Real
Decreto 1746/1998, de 31 de julio de 1998 regula las subvenciones al trans-
porte aéreo interinsular para residentes en las Islas Baleares. Estos espa-
floles disfrutan de una reduccién en las tarifas correspondientes (de acuerdo
con lo establecido en la Ley 46/1981, de 29 de diciembre) en la utiliza-
cién de los servicios de transporte aéreo regular de pasajeros entre el ar-
chipiélago y el resto del territorio nacional, asi como de los interinsulares %,

El dirigismo piblico es propio también de otros Estados de nuestro
entorno inmediato. Asi, en Alemania la Aviacién Civil se incardina en la
Administracion estatal (articulo 87d.1.1 de la Constitucién). La Ley del
transporte aéreo de 27 de marzo de 1999 atribuye a la Administraciéon
(articulos 27 y ss.) las funciones de coordinacién del trifico aéreo, de atri-

® Dicha reduccién tarifaria se consolidé a través de la disposicién adicional pri-
mera de la Ley 33/1987, de 23 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado
para 1988, haciéndose extensiva a los ciudadanos de los demds Estados miembros
de la Unién Europea residentes, asimismo, en las islas Baleares. La bonificaci6n
tarifaria se concreta en el 25 por 100 para los trayectos directos entre el archipiéla-
go balear y el resto del territorio nacional, y en el 10 por 100 para los trayectos
interinsulares dentro de dicho archipiélago.

La aplicacién de este sistema de subvenciones quiere justificarse por ser un ins-
trumento eficaz para facilitar el acceso y movilidad de los residentes en Baleares,
al reducir los efectos econémicos derivados de la separacién territorial y el hecho
insular.

Se contribuye asf a la consecucién de un equilibrio econémico, adecuado y jus-
to, entre las diversas partes del territorio espafiol, tal y como consagra la Constitu-
ci6n Espafiola en su articulo 138.

Asumida la eficacia de este sistema de subvenciones, ha de admitirse, también,
la conveniencia de que, al menos en sus aspectos cuantitativos, se adecue, con la
periodicidad necesaria, a la evolucién del mercado de servicios del transporte aé-
reo, de manera que no pueda imputarse al propio sistema una disminucién en el nivel
de la ayuda prestada ni tampoco la posibilidad de un deterioro en la calidad del
servicio. Asf lo reconoce la Ley 13/1996, de 30 de diciembre (RCL 1996\3182), de
Medidas Fiscales, Administrativas y de Orden Social, en su articulo 165, al autori-
zar al Gobierno para modificar la cuantia de las subvenciones o reemplazar el régi-
men de las mismas.
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bucién de capacidades, de gestidon del servicio metereolégico, de seguri-
dad, de supervision y policia?. ‘

En fin, los recientisimos acontecimientos terroristas de septiembre de
2001 en Estados Unidos pueden llevar a la necesidad de mayor interven-
cién publica en este sector, tanto por la via de la adopcién de medidas de
seguridad como por aquella otra de las ayudas por pérdidas econdémicas
que dichos acontecimientos estdn provocando (sobre los seguros de res-
ponsabilidad civil vid. www.expansién.es). Y de la misma pagina web in-
teresa la noticia segiin la cual «el Congreso de los EEUU aprueba ayudas
a las aerolineas por 15.000 millones de délares para compensar las pérdi-
das del sector». Y noticias interesantes donde —frente a la politica de
ayudas— las instituciones comunitarias proponen soluciones alternativas
en la linea de una politica liberalizadora, tales como una flexibilizacién
del sistema actual de reparto de los slots.

2. APLICACION DE LA NORMATIVA COMUNITARIA EN ESPANA
A) REGIMEN JURIDICO VIGENTE

La normativa comunitaria que acaba de ser citada rige, evidentemen-
te, en Espafia. Como también es evidente, el Estado espaifiol se ha visto
en la necesidad de ajustar su normativa a los marcos normativos impues-
tos por el Derecho comunitario. Como ya nos consta, en 1992 se adopté
un conjunto de medidas liberalizadoras que afect a los temas decisivos,
desde el punto de vista de la liberalizacién del mercado, de la «concesién
de licencias a las compafiias aéreas» (reglamento 2407/92) y del «acceso
de las compaiifas aéreas de la Comunidad a las rutas aéreas intracomu-
nitarias» (reglamento 2408/92) junto a la regulacién de las «tarifas y fle-
tes de los servicios aéreos» (reglamento 2409/92).

En Espaiia estos reglamentos dieron lugar primero a dos 6rdenes de
fecha 29 de diciembre de 1992 (respectivamente de «autorizacién de ser-
vicios aéreos intracomunitarios y registro de sus tarifas» y de «norras para
la concesién y el mantenimiento de licencias de explotacién a las compa-

2! M. HOFFMANN/E. GRABHERR, Luftverkehrsgesetz Kommentar, 1997, comenta-
rio al articulo 1; E. GIEMULLA/R. SCHMID, Recht der Luftfahrt, 1999; W. POMPL,
Luftverkehr 1998.
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fifas aéreas»)?2. Como con posterioridad a dichos reglamentos las institu-
ciones comunitarias dictaron ciertos criterios de interpretacién de los re-
glamentos comunitarios** fue necesaria una adaptacién del Derecho espa-
fiol a los «cambios» introducidos. De ahi que ambas érdenes se sustituyeran
por sendas 6rdenes de 27 de noviembre de 1997 y de 12 de marzo de 1998,
que estdn vigentes en la actualidad. En la citada en iltimo lugar se prevé
el régimen de concesion de licencias a las compaiiias aéreas (siguiendo el
reglamento 2407/92); en la segunda se regulan las autorizaciones para rea-
lizar servicios aéreos intracomunitarios (en consonancia con el reglamen-
to 2408/92 y el 2409/92). Mediante esta normativa de débil rango llega a
desplazarse el sistema de concesion previa previsto en la Ley de Navega-
cién aérea de 1960.

B) EL ACCESO AL MERCADO AEREO (ORDEN DE 12 DE MARZO DE 1998)

Desde el punto de vista de la liberalizacién del mercado aéreo decisi-
vo resulta el articulo 3.1 de la citada orden en virtud del cual todas «las
empresas que cumplan los requisitos establecidos en el Reglamento CEE
2407/92, de 23 de julio, y en esta Orden, tendran derecho a obtener una
licencia de explotacién expedida por la Direccién General de Aviacién
Civil. Dicha licencia no conferird por si misma ningin derecho de acceso
a rutas o mercados especificos» *.

2 Asimismo, resolucién de 13 de mayo de 1993, de la Direccién General de
Aviacién Civil, por la que se determinan los plazos y formas de presentacién de los
registros de tarifas de las compaififas aéreas comunitarias en los servicios aéreos
intracomunitarios.

2 En este sentido, la orden de 12 de marzo de 1998 se justifica diciendo que
«con posterioridad a la entrada en vigor de esta ultima disposicién la Comisién Eu-
ropea ha comunicado a los Estados miembros sus criterios de interpretacién respec-
to a algunos de los preceptos del citado Reglamento con el fin de conseguir una
aplicaciéon homogénea de dicha normativa en todo el dmbito comunitario. La men-
cionada unificacidn de criterios de interpretacion aconsejan la revisién de algunos
aspectos de la Orden de 29 de diciembre de 1992 para asegurar la mds correcta
aplicacién de la normativa comunitaria en Espafia, y la supresién de la necesaria
constitucién de una fianza como requisito previo para la obtencién de licencias de
explotacién. Dado que la revisién afecta, siquiera puntualmente, a buena parte del
articulado de la mencionada Orden de 29 de diciembre de 1992, se ha considerado
oportuno sustituir ésta por una nueva disposicién que regule globalmente el otorga-
miento de las licencias de explotacién a las compaiiias aéreas».

2 En efecto, el objeto de esta orden no es sino el de establecer las normas de
regulacién de la concesién y el mantenimiento de las licencias de explotacién, en
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Interesa asimismo precisar el concepto de «licencia de explotacién»,
definida en el articulo 2.c de la citada orden como la autorizacién conce-
dida por la Direccién General de Aviacion Civil a una empresa, por la que
se le permite el transporte por via aérea de pasajeros, correo y carga, a
cambio de remuneracién o pago de alquiler, en las condiciones que figu-
ren en la licencia.

Acto seguido, la orden de 12 de marzo de 1998 establece los requi-
sitos (articulo 4) y las condiciones (articulo 5) para poder obtener la
licencia.

Aquéllos se refieren al domicilio social que ha de tener la empresa en
Espafia y a que su actividad principal sea el transporte aéreo (bien de forma
exclusiva, o en combinacién con cualquier otra explotacién comercial de
aeronaves o de reparacién y mantenimiento de aeronaves). Ademais, la
empresa deberd ser propiedad de Estados miembros y/o de nacionales de
los Estados miembros, y continuar siéndolo directamente o mediante la
propiedad mayoritaria del capital. En todo momento deberd estar efecti-
vamente controlada por dichos Estados o sus nacionales.

Las condiciones se refieren a las empresas que soliciten una licencia
por primera vez. Deberdn éstas acreditar ante la Direccion General de
Aviacién Civil su capacidad econdémica para hacer frente en cualquier
momento a las obligaciones que hayan contraido o puedan contraer (véanse
los parrafos a y b del apartado 1). En este sentido, habrdn tenido que
concertar seguros que cubran su responsabilidad en los casos de acciden-
te, en particular con respecto a los pasajeros, el equipaje, la carga, el co-
rreo y frente a terceros.

También habrdn de tener capacidad técnica (es decir contar con una o
mds aeronaves, registradas e inscritas a su nombre en el Registro de Ma-
tricula de Aeronaves espafiol, mediante titulo de propiedad, arrendamien-
to o cualquier otro que faculte su disponibilidad). En este sentido, las
empresas tendran igualmente que estar en posesién de un certificado de
operador aéreo vdlido en el que se especifiquen las actividades que cubre
la licencia de explotacién y conforme con los criterios establecidos en las
correspondientes normas comunitarias.

Finalmente, se requiere honorabilidad profesional de las personas que
dirijan de manera continuada y efectiva las operaciones de la empresa.

aplicacién del Reglamento (CEE) 2407/92, del Consejo, de 23 de julio de 1992, sobre
la concesién de licencias a las compaififas aéreas.
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La solicitud de la licencia, su tramitacién y resolucién se regulan res-
pectivamente en los articulos 6, 7 y 8 de la citada orden?®.

Téngase finalmente en cuenta que las compaiiias aéreas que operen
exclusivamente con aeronaves cuyo peso maximo al despegue sea inferior
a 10 Tm y/o tengan menos de 20 asientos, estardn exentas de cumplir al-
gunos de los requisitos anteriormente mencionados (véase el articulo 12:
«supuestos de exencidn»).

C) EL TRAFICO AEREO INTRACOMUNITARIO Y LA «REGULACION»
DE TARIFAS (ORDEN DE 27 DE NOVIEMBRE DE 1997)

La segunda regla clave en materia de liberalizacién del mercado o sector
aéreo es que las compaiifas aéreas comunitarias, en los términos de sus
correspondientes licencias, podrdn prestar servicios aéreos entre los aero-
puertos espafioles, asi como entre €stos y otros aeropuertos comunitarios
(articulo 2 de la citada orden siguiendo el reglamento 2408/92). A estos
efectos, las compaiifas aéreas comunitarias deberan solicitar autorizacién
de la DG de Aviacién civil, para la realizacién de servicios aéreos dentro
de Espafia asi como entre los aeropuertos espafioles y otros aeropuertos
comunitarios (véase el articulo 3.2 para los datos que ha de contener la
solicitud).

En materia de tarifas (articulo 5 de la citada orden) las compaiiias
aéreas comunitarias que realicen servicios aéreos regulares dentro de Es-
pafia asi como entre Espafia y cualquier otro Estado de la Uni6n europea,
deberdn comunicar a la DG de Aviacidn civil las tarifas aéreas para su
registro.

Interesa destacar la posibilidad, a la que supra se hacia referencia, de
que la DG de Aviacién Civil retire una tarifa bdsica que sea excesivamen-
te elevada en perjuicio de los usuarios, asi como de impedir nuevas re-
ducciones de precios en un mercado, ya sea en una ruta o en un grupo de
rutas, cuya dindmica haya producido un descenso continuado de las tari-
fas aéreas que se desvie de manera significativa de las variaciones de pre-
cios estacionales normales (articulo 6).

% El régimen de licencias se completa con los articulos 9 a 11. En el articu-
lo 9 se regula el periodo de validez de las licencias y en el articulo 10 las condi-
ciones para el mantenimiento en vigor de las licencias y en el articulo 11 la sus-
pensién o revocacién de las licencias.
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Finalmente, es preciso recordar que los acuerdos de fijacién de pre-
cios pueden lesionar el Derecho de la competencia (resoluciones del TDC,
de 23 de diciembre de 1999, expediente 447/98; y de 29 de noviembre de
1999, expediente 432/98).

D) LA GESTION AEROPORTUARIA 2

La gestién de los aeropuertos civiles de interés general y de las insta-
laciones y redes de ayudas a la navegacién aérea se encomienda en Espa-
fla al Ente publico Aeropuertos nacionales y Navegacion Aérea (AENA)
en virtud del Real Decreto de 14 de junio de 1991?". Dicho ente se con-
figura como una Entidad de Derecho publico de las previstas en el nime-
ro 5 del articulo 6 del TR de la LGP aprobado por RD Legislativo 1091/
1988 de 23 de septiembre y se adscribe al Ministerio de Obras Piblicas
y Transportes.

El Real Decreto regulador distingue concretamente entre funciones en
materia de navegacion aérea y funciones en materia de aeropuertos. Den-
tro de las primeras le corresponde fa ordenacién, direccidn,- coordinacidn,
explotacién, gestién y administracién de los servicios de trdnsito aéreo y
de telecomunicaciones e informacién aerondutica (...), asi como la elabo-
racién y aprobacién de proyectos, ejecucion, direccién y control de las
inversiones, asi como la explotacién y conservacién de las infraestructuras,
instalaciones y redes de telecomunicaciones del sistema de navegacién
aérea.

Dentro de las segundas (materia de aeropuertos) se le atribuye la or-
denacidn, direccion, coordinacion, explotacidn, gestién y administracién de

% Sobre el tema, D. CANALS AMETLLER, Recuperacion y nuevo destino de vie-
jas infraestructuras: de ferrocarril econémico a corredor verde, Barcelona 2000;
A. CARBONELL ROMERO, «Los ferrocarriles», en A. CATBONEL ROMERO Yy otros, Las
infraestructuras en Espafia: carencias y soluciones, Madrid 1990, pp. 205 y ss.;
V. SANCHEZ BLANCO, «Las redes de carreteras y ferrocarriles en Espafia: su situa-
cién y perspectivas a medio plazo», en MINISTERIO DE DEFENSA, El sistema nacio-
nal de transportes en el escenario europeo al inicio del siglo XXI, Madrid 1996,
pp. 33 y ss.

27 Puede verse J. SAN NICOLAS SANTAMARIA, «Los grandes corredores aéreos e
instalaciones aeroportuarias», en ENA, Las autopistas sin fronteras en las grandes
redes transeuropeas del transporte, Madrid 1996 pp. 55.
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los aeropuertos, piublicos de caricter civil y de los servicios afectos a los
mismos, de las 4reas y servicios civiles de los de utilizacién conjunta con
el Ministerio de Defensa (...), asi como la elaboracién y aprobacién de
proyectos, ejecucidn, direccion y control de las inversiones en infraestruc-
turas aeroportuarias y la explotacién y conservacién de las instalaciones
de los aeropuertos (véase finalmente el articulo 11.4 de la citada orden,
donde se prevén funciones en «aspectos comunes a los dmbitos de la na-
vegacién aérea y los aeropuertos»).

La organizaciéon de AENA ha sido objeto de dos reformas significati-
vas, desde la aparicién del RD 905/1991 %, Primero, el RD 1993/1996, de
6 de septiembre atribuy6 la presidencia del ente a la DG de Aviacién Ci-
vil. Esta solucién constituyé una medida urgente dirigida a la reduccién
del gasto piblico y a la racionalizacién del ejercicio de las funciones de
la Administracién general del Estado sobre la navegacion aérea y la avia-
cién comercial. En segundo lugar, se dicta el RD 1711/1997, de 14 de
noviembre segiin el cual «procede ahora concentrar en un solo érgano el
ejercicio de las funciones ejecutivas que corresponden al ente piiblico.
Adema4s, es conveniente separar la DG de Aviacién Civil del érgano de
gobierno del ente publico». Este es el objeto del RD 1711/1997, y se su-
prime la presidencia del ente piblico atribuyendo todas sus funciones a
la DG que pasa a configurarse como ¢rgano de gobierno que asume la
representacién y la ejecucién del ente publico.

En un terreno prictico, téngase en cuenta que AENA gestiona de for-
ma conjunta una red integrada de cuarenta y dos aeropuertos por donde
(en 1998) pasaron mds de ciento dieciséis millones de pasajeros y gestio-
na cinco grandes centros de control con una actividad equivalente a més
de un millén ochocientos mil movimientos aéreos. La deuda financiera de
esta entidad es actualmente de 138.000 millones de pesetas?.

De ahi que se plantee la posible privatizacién (previéndose la creacién
de dos sociedades: Ares y Navia) del sistema de gestién aeroportuaria;
aquélla es apoyada por el Gobierno central, aunque cuenta con la oposi-
cién de ciertos Gobiernos regionales y del partido socialista que apoya

2 En un plano de gestién puede tenerse en cuenta ademds el plan de infraestruc-
turas aeronduticas, presupuestado en 9.315 millones de euros para el periodo 2000-
2007 articulado en torno a las dos grandes dreas de negocios, es decir aeropuertos
y navegacion aérea (La Gaceta de los negocios de 28 de noviembre de 2000 p. 17).

2 La Gaceta de los negocios de 23 de noviembre de 2000.
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también la trasferencia de la gestién aeroportuaria a las CCAA*. La priva-
tizacién planea, igualmente, respecto a la compaiifa aérea Iberia®'.

% En este 4mbito autonémico téngase en cuenta la reciente Ley 19/2000, de 29
de diciembre, de Aeropuertos de Cataluiia.

3 Puede verse la Revista Dinero «Televisiones. La hora del cambio», 12 de oc-
tubre de 2000 p.26. Igualmente, véase CORTES GENERALES, Diario de Sesicnes del
Congreso de los Diputados. Comisiones, Afio 1999, VI legislatura, n.° 770.
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